
-33-   OPINIÓN  Domingo 23 de octubre del 2016 

EL EQUILIBRIO ENTRE EFICIENCIA Y UN CONTROL RIGUROSO

SIN LICENCIA

RINCÓN DEL AUTOR

Los tecnócratas y la corrupción

Blindadores por el Kambio

Agrandando 
la casa

L a bancada de Perua-
nos por el Kambio no 
investigará a su colega 
Gilbert Violeta. El pre-
sidente de ese partido y 

ex jefe de la campaña electoral pasada 
ha sido acusado de estar involucrado 
en cobro de cupos para colocar candi-
datos en las listas. 

La congresista Mercedes Aráoz ha 
declarado que no será investigado 
porque no hay pruebas. Carlos Bruce 
señaló que no se basan en chismes. 
Juan Sheput, en un momento, seña-
ló que la población sabrá diferenciar 
entre lo ocurrido en campaña y lo que 
corresponde al gobierno. 

A la señora Aráoz hay que decirle que si hay 
pruebas, ya no cabe, pues, investigar. Ahí solo 
cabe formalizar acusación. Lo que hace una 
investigación, justamente, es buscar pruebas. 
Luego de la pesquisa se determina si hay mate-
ria valedera o no. 

Una de las tareas del legislador es fi scalizar. 
La bancada de PPK no quiere cumplir con su 
tarea. No, al menos, cuando se trata de su pro-
pia gente. 

Al señor Bruce hay que decirle que no se tra-
ta de chismes, sino de denuncias periodísticas, 
basadas en declaraciones de testigos. Parece 
que para el señor Bruce una denuncia perio-
dística es un chisme, y no cabe investigación 
en esos casos. 

Al señor Sheput hay que decirle que el valor 
de una conducta va más allá del tiempo de ha-

L a casa es pobre pero ofrece algo 
de comodidad y seguridad. El 
problema es que es pequeña y 
la mayoría de peruanos sigue 
viviendo a la intemperie, sin el 

techo de un seguro de salud, sin pensión para 
sobrevivir de viejo, sin seguro para cuando 
pierde su trabajo, y sin recursos para mejorar 
su productividad. Hoy, las autoridades pro-
ponen agrandarla. Así, al menos, entiendo los 
respectivos programas de gobierno y la pro-
mesa presidencial de una revolución social 
y una reducción drástica de la informalidad. 

Ciertamente, hemos avanzado en algo. 
Hace medio siglo apenas uno de diez adul-
tos mayores contaba con pensión. Hoy la 
mitad tiene ese socorro. En ese período el 
seguro de salud ha dado un salto aún ma-
yor, de apenas 13% de la población a dos 
tercios. Pero en ambos casos hay una dosis 
de exageración; el aumento en números se 
ha logrado en parte con una reducción en los 
benefi cios. En realidad, la mayor parte de la 
población sigue viviendo afuera.

El obstáculo principal para acoger a una 
mayor proporción de la población radica 
en el precio de entrada. El requisito para ac-
ceder a los benefi cios de una vida más ase-
gurada, y con menores riesgos, es estar en 
planilla, o sea, ser formal. Esta vinculación 
obligada entre las formas del mercado de 
trabajo y el acceso a diversos seguros tiene 
su origen en la viveza política del canciller 
del Imperio Alemán, Otto von Bismarck. En  
1889, Bismarck inventó una forma de repar-
tir benefi cios a la clase trabajadora sin costo 
para el Estado a través de una contribución 
que se deducía en la planilla. Además, una 
parte de la contribución sería pagada por la 
empresa, creando la ilusión para el trabaja-
dor de que solo estaba pagando una parte del 

costo de esos be-
nefi cios. El inte-
ligente mecanis-
mo de Bismarck, 
que parecía más 
bondadoso de 
lo que realmen-
te era, fue repli-
cado después en 
gran parte del 

mundo, incluyendo el Perú. 
Hoy estamos descubriendo el costo de 

ese mecanismo. El avance del aseguramien-
to para algunos se ha logrado a expensas de 
reforzar la informalidad laboral y empresa-
rial, haciendo más difícil incorporar al resto 
de la población. Si bien las deducciones en 
planilla tienen una contraparte en el acceso 
a los seguros, una gran parte de la población 
opta por no pagar el precio del benefi cio del 
aseguramiento. Desde ahora, agrandar la 
casa pasará necesariamente por un cambio 
en la fórmula de la transacción, sea redu-
ciendo los benefi cios que recibiría el nuevo 
asegurado, sea trasladando una parte del 
costo al presupuesto del Estado. El avance 
de la protección social ahora estará ligado 
a una reducción en los costos de la forma-
lidad laboral. 

Es hora para que el Estado adopte la prác-
tica empresarial del estudio de mercado. Pa-
ra el Estado se acaba la era del cliente atrapa-
do, y en ese cambio radica la esencia de la di-
fi cultad para reducir la informalidad. Como 
proveedor de benefi cios, el Estado debería 
abocarse a tener una mejor idea de las pre-
ferencias de sus clientes, y de su disposición 
para “comprar” las varias ofertas del Estado. 
El futuro de la formalización, así como el lo-
gro de una sociedad plenamente inclusiva, 
dependerán en gran parte de la aplicación 
de esa lógica empresarial.

A los tecnócratas –so-
bre todo si son econo-
mistas o ingenieros – 
les fastidia pensar en 
la corrupción. Prefi e-

ren discutir de proyectos de desarro-
llo o programas sociales. Una visión 
frecuente en la tecnocracia es que 
tan grave como la corrupción son 
las normas para controlarla, porque 
traban la gestión pública. El dilema 
no es de fácil solución porque, efec-
tivamente, la corrupción corroe el 
Estado, pero las normas para com-
batirla lo paralizan. 

Recientemente, en un evento 
organizado por la Maestría en Gestión Públi-
ca de la Universidad del Pacífi co, Ipsos aplicó 
una encuesta sobre este dilema a una mues-
tra de funcionarios públicos y el 62% señaló 
que el combate a la corrupción perjudica la 
efi ciencia del Estado y el 31% que no lo hace. 
La solución aparente sería relajar las normas 
de control y, sin embargo, esos mismos parti-
cipantes en el evento denominado Día de la 
Gestión Pública expresaron su desconfi anza 
en sus colegas de manera contundente: solo 
el 20% de los encuestados declaró que los fun-
cionarios públicos son honrados y un abruma-
dor 73% que no lo son.

Para la opinión pública no cabe duda de la 
gravedad del problema. Según una encuesta 
efectuada por Ipsos para Proética a fi nes del 
2015, el 61% consideraba que la corrupción 
era el principal problema del Estado –
la cifra más alta desde que se empezó 
a hacer la medición en el 2002– y el 
73% que la corrupción se había agra-
vado en los últimos cinco años.

A la ciudadanía, la corrupción que 
más le irrita es la que tiene que sortear 
en su vida cotidiana: las coimas que se 
piden para ser atendido primero en la 
lista de espera de un hospital, hacer 
pasar de año a un niño en el colegio, 
evitar una leonina multa de tránsito, 
dejar trabajar a un pequeño o mediano 
empresario que ha incumplido alguna 
de las innumerables disposiciones que 
limitan su accionar.

Los orígenes de esta corrupción me-
nuda se remontan a la hiperinflación 
de los ochenta, que licuó los salarios 
y doblegó la moral de muchos maes-
tros, policías y otros empleados públicos que 
debieron “agenciárselas” para sobrevivir. 
Luego, la vocación controlista de algunos 
parlamentarios y altos funcionarios en de-
terminados ministerios agravó la situación, 
especialmente para la actividad empresarial. 
En paralelo, el deterioro del sistema judicial 
llevó a que la corrupción se extendiera por los 
vericuetos del sistema, a veces para agilizar, 

berse cometido. Las campañas no son 
períodos de gracia para portarse mal, 
no son fi estas saturnales. 

La actitud de blindaje de la ban-
cada desacredita las pretensiones 
de lucha contra la corrupción del 
gobierno. 

Los blindadores de Gilbert Viole-
ta sostienen que este respondió con 
solvencia las acusaciones. Sin em-
bargo, dos asesores presidenciales, 
vinculados a Violeta, renunciaron. 
José Labán y Jorge Villacorta niegan 
los hechos imputados, pero renuncia-
ron de todos modos. No es lo mismo 
en el caso de Gilbert Violeta, quien los 

encumbró hasta esa posición. 
La defensa de Violeta está basada, en un caso, 

en los antecedes de uno de los denunciantes. Bel-
trán Hancco Quispe, de Puno, habría intentado 
extorsionar al presidente Kuczynski. Señala Vio-
leta que lo sacaron porque encontraron en sus an-
tecedentes procesos de malversación de fondos. 

Da pena, por supuesto, que un jefe de campa-
ña tenga que ver con semejantes personajes. Lo 
que debe ser materia de investigación, sin em-
bargo, es si hubo pago de cupo o no. Más aún, si 
hubo intento de extorsión, ¿no debió haber una 
denuncia al respecto? 

La bancada de PPK no quiere indagar sobre 
algo tan grave como el intento de extorsión a su 
entonces candidato. Frente a una acusación, 
además, no debe bastar el dicho de una de las 
partes. A ellos les basta. 

En el caso de Gioconda Tripi, del Callao, ella 

otras para frenar y, lo que es peor, 
también para resolver los casos en 
favor del mejor postor.

Pero la corrupción que más im-
pacto político tiene es la que afec-
ta a las altas esferas del poder. Y 
esta megacorrupción responde a 
algunos patrones comunes inter-
nacionalmente, como que se suele 
presentar en las compras militares, 
en obras de infraestructura y en la 
gestión de grandes empresas esta-
tales. No es casualidad que el Lava 
Jato brasileño gire alrededor de 
Petrobras y que la empresa petro-
lera venezolana PDVSA haya sido 

la gran fuente de corrupción chavista dentro y 
fuera de su país. Otro patrón común es que las 
operaciones con un único postor suelen encu-
brir una gran corrupción.

Por esos motivos, los casos que más sospe-
chas han despertado en el Perú en los últimos 
años son las compras militares –sobre todo 
las de gobierno a gobierno– y los contratos 
con postor único con que fueron adjudicadas 
megaobras de dudosa justificación como la 
refi nería de Talara y el gasoducto del sur, cuya 
inversión suma entre ambas más de diez mil 
millones de dólares. 

Ha hecho bien el presidente Pedro Pablo Ku-
czynski en dirigirse a la nación a raíz del Caso 
Moreno y anunciar cinco medidas para luchar 

“Ha hecho bien el presidente 
en dirigirse a la nación a raíz 
del Caso Moreno y anunciar 
cinco medidas para luchar 

contra la corrupción”.

“El requisito 
para acceder a 
los benefi cios 

de una vida 
más asegurada 

es estar en 
planilla”.
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señala que además de los aportes registrados, 
ella hizo otros, que no se formalizaron en la 
ONPE. Violeta señala que todo se declaró. 

Si quisiera saber cuál es la verdad, ¿no de-
bería preguntar a ambas partes y ver la docu-
mentación? Es sencillo. A la bancada de PPK 
le basta con el dicho de Violeta. 

La denuncia más grave viene de quien fue-
ra mano derecha de Violeta, Marco Maldo-
nado. El congresista exhibe un documento 
fi rmado por Maldonado retractándose de las 
declaraciones que dio a Américo Zambrano, 
de “Hildebrandt en sus Trece”. 

Maldonado habría sido amenazado para 
que se retracte, por una persona del gobier-
no, según un nuevo testigo, Luis Terán Poé-
mape, también entrevistado por Zambrano. 

Esto tampoco será investigado por los 
congresistas de PPK. No son pruebas, son 
chismes, ya estamos lejos de la campaña. 

El presidente Kuczynski ha dicho que fue 
sorprendido por el médico Carlos Moreno, 
otro ex asesor presidencial, el hombre del 
‘negociazo’. Queremos creerle. 

Con toda la intención de enfrentar el pro-
blema, el presidente convocó al Consejo de 
Estado para discutir políticas anticorrup-
ción. Cuando se trata de Gilbert Violeta, sin 
embargo, PPK y su bancada en el Congreso 
parecen preferir fl otar a investigar. 

Nada de indagar, preguntar, ahondar. 
Es más fácil flotar. A la puerta del local de 
Peruanos por el Kambio podríamos poner 
un letrero bien grande que diga: “Aquí no se 
investiga, siga nomás”. 
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contra la corrupción, incluyendo la muerte 
civil para los corruptos y la creación de la 
Comisión Presidencial de Integridad; pero 
hace mal en no prestar más atención a la co-
rrupción que viene de atrás.

“La corrupción del gobierno de Ollanta 
Humala y Nadine Heredia ha superado todo 
lo imaginable, pero podría quedar impune 
si no se toman medidas urgentes”, ha escrito 
en El Comercio, Fernando Rospigliosi, ex 
ministro del Interior y reputado periodis-
ta de investigación.  Rospigliosi propone 
crear un sistema anticorrupción especial, 
con procuradores, fi scales y jueces escogidos 
cuidadosamente para investigar ese gobier-
no, como se hizo en el 2001 para el gobierno 
precedente. La Comisión Presidencial de In-
tegridad debería evaluar esta propuesta. Si 
la tecnocracia quiere un Estado más dinámi-
co, con menos controles absurdos, tiene que 
combatir la corrupción de raíz y eso empieza 
por terminar con la impunidad.


